N” 33 - TOMO 19 


8 DE MARZO DE 1994 


REPUBLICA ORIENTAL DEL URUGUAY 


DIARIO DE SESIONES 
DE LA 
COMISION PERMANENTE 


CUARTO PERIODO ORDINARIO DE LA XLIM LEGISLATURA 


12” SESION 


PRESIDE EL DOCTOR JUAN ANDRES RAMIREZ 


(Presidente) 


ACTUAN EN SECRETARIA LOS TITULARES DOCTORES JUAN HARAN URIOSTE 
Y HORACIO D. CATALURDA 


SUMARIO 
Páginas Páginas 
1) Texto de la citación ......mmosoomos ennensrcnrecon Seserserseceoses 341 - Se resuelve crear una Comisión Especial para reci- 
birla, y que la Presidencia integre dicha Comisión. 
2) Asistencia ....mmomeros A se. 342 


3) Asuntos entrados .....mommosmssossossssesassssos 342 


4) Nota de la Confederación de Funcionarios del 
Estado (COFE) solicitando que una delegación 
sea recibida por la Comisión Permanente, a fin 
de tratar el tema de los ajustes presupuestales 
dispuestos por un decreto reciente del Poder Eje- 
CUÉÍVO o.onoccos A aonsiiariaion Osio 342 


1) TEXTO DE LA CITACION 
“Montevideo, 3 de marzo de 1994, 
La COMISION PERMANENTE se reunirá en régimen de 


cuarto intermedio, el próximo martes 8, a la hora 17, a fin de 
informarse de los asuntos entrados y considerar el siguiente 


5) y 7) Situación presupuestal de la Suprema Corte 
de Justicia (Ver 9”, 10* y 11* sesiones) ...csmoooo 343 y 348 


- Se vota negativamente un proyecto de declara- 
ción presentado por varios señores legisladores. 


- Se resuelve pasar a intermedio hasta el jueves 
10 de marzo, a la hora 14 y 30. 
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ORDEN DEL DIA 


1”) Continúa la consideración de la situación presupuestal 
del Poder Judicial. 


(Carp. N” 162/94 - Rep. N” 69/94 y Anexo I) 
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2") 


3) 


COMISION PERMANENTE 8 de Marzo de 1904 


Informe de la Comisión Especial relacionado con la 
solicitud de venia del Poder Ejecutivo para conferir el 
ascenso al grado de Coronel del Ejército a varios seño- 
res Tenientes Coroneles. 


(Carp. N” 150/94 - Rep. N” 70/94) 


Informe de la Comisión Especial relacionado con la 
solicitud de venia del Poder Ejecutivo para conferir el 


- ascenso al grado de Capitán de Navío de la Armada a 


49) 


5”) 


6”) 


varios Capitanes de Fragata. 
(Carp. N” 151/94 - Rep. N” 71/94) 


Informes de la Comisión Especial relacionados con las 
solicitudes de venia del Poder Ejecutivo para exonerar 
de sus cargos a: 


un funcionario del Ministerio de Educación y Cultura 
(Plazo constitucional vence el 30 de abril de 1994). 


(Carp. N” 152/94 - Rep. N” 67/94) 


una funcionaria del Ministerio de Educación y Cultura. 
(Plazo constitucional vence el 30 de abril de 1994), 


(Carp. N” 153/94 - Rep. N” 68/94) 
un funcionario del Ministerio de Ganadería, Agricultu- 
ra y Pesca. (Plazo constitucional vence el 18 de abril 
de 1994). 

(Carp. N” 143/94 - Rep. N” 75/94) 


un funcionario del Ministerio de Defensa Nacional. 
(Plazo constitucional vence el 20 de abril de 1994). 


(Carp. N” 145/94 - Rep. N” 73/94) 


un funcionario del Ministerio de Salud Pública. (Plazo 
constitucional vence el 25 de abril de 1994). 


(Carp. N' 146/94 - Rep. N” 74/94) - 


una funcionaria del Ministerio de Salud Pública. (Pla- 
zo constitucional vence el 25 de abril de 1994). 


(Carp. N” 147/94 - Rep. N” 72/94) 


Informe de la Comisión Especial 'relacionado con la 
solicitud de venia de la Suprema Corte de Justicia para 
designar al Dr. Alfredo Darío Gómez Tedeschi, como 
miembro de Tribunal de Apelaciones. 


(Carp. N” 158/94 - Rep. N' 76/94) 


Alcance del artículo 118 de la Constitución de la Re- 
pública en cuanto al derecho de los señores legislado- 


res a formular pedidos de informes. (Planteamiento 
efectuado por el señor legislador León Lev). 


(Carp N* 141/03, 
LOS SECRETARIOS 


2) ASISTENCIA 


ASISTEN: los señores senadores Danilo Astori, Julio | 
Grenno y Américo Ricaldoni y los señores representantes 
Guillermo Alvarez, Juan Carlos Ayala, Antonio Guerra 
Caraballo, León Lev, Oscar Magurno y Gonzalo Piana 
Effinger. 


FALTAN: sin aviso, el señor senador Pablo Millor y lu 
señora representante Ana Lía Piñeyrúa. 


3) ASUNTOS ENTRADOS 


SEÑOR PRESIDENTE. - Habiendo número, continúa la 
sesión, levantándose el intermedio dispuesto el día 2 de marzo 


(Es la hora 18 y 20) 
-Dése cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes:) 
“Montevideo, 8 de marzo de 1994, 


El Poder Ejecutivo remite varios Mensajes por los 
que solicita venia para: 


designar al señor Capitán de Navío, en situación de ret 
ro, don Alfredo G. Gericke como integrante del Supre 
mo Tribunal Militar; 


y destituir de sus cargos a dos funcionarios del Ministe- 
rio de Educación y Cultura y a dos funcionarios del 
Ministerio de Salud Pública. 


-A la Comisión Especial integrada por los señores 
legisladores Julio Grenno y Oscar Magurno.” 


4) NOTA DE LA CONFEDERACION DE FUNCIONA. 
RIOS DEL ESTADO (COFE) SOLICITANDO QUE 
UNA DELEGACION SEA RECIBIDA POR LA CO- 
MISION PERMANENTE, A FIN DE TRATAR El. 
TEMA DE LOS AJUSTES PRESUPUESTALES DIS- 
PUESTOS POR UN DECRETO RECIENTE DEL PO- 
DER EJECUTIVO 


SEÑOR ALVAREZ. - Pido la palabra para tratar un asunt» 
previo. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor legislador 
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SEÑOR ALVAREZ. - Señor presidente: los funcionarios 
afiliados a COFE -Confederación de Funcionarios del Estado- 
me han comunicado que elevaron una nota a la Comisión Per- 
manente esperando ser recibidos por ella a efectos de tratar los 
ajustes presupuestales, de acuerdo con el último decreto emiti- 
do por el Poder Ejecutivo. No recuerdo que se le haya dado 
entrada, por lo que quisiera consultar a la Mesa si en algún 
momento se dio cuenta de la carta a la Comisión Permanente, y 
en caso de ser así -a pesar de que estamos a escasos días de la 
finalización de sus tareas- ver la posibilidad de que tuviese a 
bien recibir a estos funcionarios para saber cuál es el planteo 
concreto que presentan. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Pido disculpas al señor legislador 
Alvarez porque por consideraciones de orden reglamentario no 
presté atención debida al comienzo de su exposición, por lo 
que no escuché qué funcionarios habían solicitado la entrevista. 


SEÑOR ALVAREZ. - Los funcionarios de COFE, Confe- 
deración de Funcionarios del Estado. 8 


SEÑOR PRESIDENTE. - Si se presenta una moción, se 
podría designar una Comisión Especial de la Comisión Perma- 
nente para recibir a la delegación de COFE. 


SEÑOR ALVAREZ. - Presento una moción en ese sentido. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se va a votar la moción del señor 
legislador Alvarez de formar una Comisión Especial para reci- 
bir a una delegación de la Confederación de Funcionarios del 
Estado. 


(Se vota: ) 
7 en 7. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


La integración puede ser establecida por la Comisión Per- 
manente o por su presidente. 


SEÑOR MAGURNO. - Propongo que el presidente haga la 
designación. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Deberíamos fijar la audiencia para 
el día de mañana, porque en los primeros días de la semana 
próxima se levanta el receso parlamentario. 


5) SITUACION PRESUPUESTAL DE LA SUPREMA 
CORTE DE JUSTICIA 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se entra al orden del día. 
SEÑOR MAGURNO. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE, - Tiene la palabra el señor legisla- 
dor. 


SEÑOR MAGURNO. - Había sido designada una Comisión 
Especial presidida por el señor legislador Ricaldoni, a quien 
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quisiera preguntar si se ha elaborado el informe correspondien- 
te. 


SEÑOR RICALDONL. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor legisla- 
dor. 


SEÑOR RICALDONI - Señor presidente: es muy oportuna 
la pregunta que formula el señor legislador Magurno. 


La Comisión no se ha reunido; simplemente hemos hecho 
intercambios informales de puntos de vista de lo que debería 
ser la salida para este enfrentamiento entre el Poder Ju- 
dicial -concretamente la Suprema Corte de Justicia- y el Poder 
Ejecutivo. Tenemos algunas coincidencias importantes, la prin- 
cipal de las cuales es una definida voluntad de contribuir, den- 
tro de nuestras posibilidades -y fundamentalmente dentro de 
nuestras competencias- a poner fin a la situación. Sin embargo, 
no puedo hablar en nombre de esta Comisión Especial porque, 
repito, ni siquiera estoy en condiciones de adelantar en forma 
verbal cuál sería su pensamiento mayoritario. Creo que sería 
una falta de consideración de mi parte pretender interpretar un 
punto de vista que, como todos sabemos, tiene que ver con 
cuestiones jurídicas -que son de particular trascendencia- pero 
también con otras de tipo político, que franquean temas que 
hacen a criterios en materia salarial. 


Solamente estoy en condiciones de dar mi opinión personal 
en ese sentido, pero como la pregunta ha sido dirigida al presi- 
dente de la Comisión Especial, no puedo ir más lejos. No se ha 
pedido mi opinión personal, que daré en su momento. La reali- 
dad es esa. 


De cualquier manera, creo que ha habido un progreso con 
respecto a lo ocurrido en la sesión anterior, dado que ahora 
todos los integrantes de la Comisión Permanente han recibido 
en tiempo y forma la documentación que antes tenfamos exclu- 
sivamente los integrantes del grupo de trabajo designado por 
este Cuerpo. 


SEÑOR LEV. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señior legisla- 
dor. 


SEÑOR LEV. - Señor presidente: si bien en la Comisión 
Especial no pudimos hacer intercambio de opiniones sobre el 
tema, desde nuestro punto de vista estamos ante un problema 
que no es simplemente puntual, financiero; la Suprema Corte 
de Justicia nos plantea la ilegitimidad de un decreto y éste es 
un tema trascendente. 


Me parece importante conocer-la opinión de los sectores 
políticos sobre este aspecto, que tiene que ver con el decreto 
pero también con el futuro. Esta es la percepción que tengo del 
planteamiento de la Suprema Corte de Justicia en el sentido de 
no tener que establecer una contienda de poderes ante cada 
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decreto. De alguna manera, en la solución que encontremos a 
este diferendo hallaremos la pacificación y soluciones ante los 
próximos decretos de ajuste, ya que no tendremos que interpre- 
tarlos. 

Reitero que es importante conocer la opinión de los distin- 
tos sectores políticos sobre este primer aspecto de la ilegitimi- 
dad del decreto. Para nosotros, desde ese punto de vista es 
ilegítimo. 


Un segundo aspecto tiene que ver con la ley interpretativa 
que podríamos dictar para resolver el ajuste, es decir, las medi- 
das puntuales necesarias para solucionar el tema económico, 
máxime teniendo en cuenta que los funcionarios judiciales han 
tenido al 1? de enero de 1994 un aumento y un ajuste cero en lo 
que tiene que ver con el timbre del Poder Judicial. 


Considero que no sería bueno que simplemente la sesión 
quedara culminada en este punto, sino que sería importante 
conocer la opinión de los distintos sectores a fin de acercarnos 
a definir la situación. Si tuviéramos que elaborar una ley inter- 
pretativa como lo hicimos en el caso de la enseñanza, habría 
que levantar el receso y las Cámaras tendrán que hacerla. 


Pero parece importante, como señal de la Comisión Perma- 
nente en representación del Poder Legislativo, reconocer la 
legitimidad del planteamiento de la Suprema Corte de Justicia 
y manifestar la voluntad de encontrar una solución que contem- 
ple a los funcionarios judiciales. 


SEÑOR MAGURNO. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor legisla- 
dor. 


SEÑOR MAGURNO. - Señor presidente: comparto algunos 
términos expresados por el señor legislador Lev. Creo que la 
Comisión Permanente no queda muy bien parada si damos por 
concluido el tratamiento de este problema y pasamos al segun- 
do punto del orden del día después de haberlo analizado duran- 
te casi veintiún días. No quedo conforme si después de ese 
lapso, se dice que si nadie más hace uso de la palabra, se pasa a 
considerar el segundo punto. Pienso que debemos hacer un 
esfuerzo similar al que se hizo para hallar una solución al 
problema de la enseñanza. Tenemos que buscar los medios 
para ello; tal vez un camino sea dictar una ley interpretativa. Si 
no lo hacemos, parecería que tratamos a la enseñanza, al sector 
judicial, a COFE, etcétera, de manera diferente. 


En el día de hoy debemos comprometernos a encontrar una 
solución definitiva para el problema de los funcionarios judi- 
ciales porque reitero que de lo contrario la Comisión Perma- 
nente no quedaría bien parada, puesto que parecería que hubié- 
ramos estado perdiendo el tiempo. Los empleados judiciales 
están nerviosos y no podemos esperar a que se produzca un 
conflicto para buscar una solución, como sucedió en el caso de 
la enseñanza. Uno o dos días antes de que empezara la huelga 
se encontró una solución para evitarla. Después nos quejamos 
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de que los funcionarios hacen huelga como medida de fuerza 
para lograr que se dicte una ley, y no sé si en parte no es culpa 
nuestra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Apelo a la tolerancia de los seño 
res miembros de la Comisión Permanente a efectos de hace: 
uso de la palabra brevemente sin designar un presidente ad hoc 


La competencia de la Comisión Permanente, como se ex 
presa en la solicitud de la Suprema Corte de Justicia, se apoya 
en los artículos 129 y 130 de la Constitución de la República. 
El artículo 129 dice: “La Comisión Permanente velará sobre la 
observancia de la Constitución y de las leyes, haciendo al Po- 
der Ejecutivo las advertencias convenientes al efecto, bajo res 
ponsabilidad para ante la Asamblea General actual o siguiente. 
en su caso”. El artículo 130 continúa: “Para el caso de que 
dichas advertencias, hechas hasta por segunda vez, no surtieran 
efecto, podrá por sí sola, según la importancia o gravedad del 
asunto, convocar a la Asamblea General”. 


A nuestro juicio, la competencia de la Comisión Permanen 
te está otorgada para casos de ilegalidades o inconstitucionali 
dades graves y violaciones serias a normas vigentes superiores 
a los actos administrativos que pudieran ser cometidas por el 
Poder Ejecutivo en actos de adtministración. Creemos que la 
Comisión Permanente no debe actuar de oficio -como un Tri 
bunal de lo Contencioso voluntario, sin que medie la respectiva 
pretensión de la parte- velando por la observancia de la ley en 
todas y cada una de las circusntancias en que algún acto adminis 
trativo pueda ser de dudosa legalidad, porque los hay por cientos 


Siempre es posible encontrar diferentes interpretaciones « 
propósito de la ley o de la Constitución, pero en este caso 
particular se da de la siguiente situación. El ajuste de los sala- 
rios de los funcionarios públicos que decretó el Poder Ejecutivo 
el 19 de enero -según el criterio explicitado en el propio decre- 
to- fue en ejercicio de una facultad que le delegó el Poder Legisla- 
tivo. No nos cabe duda que el artículo 6” de la ley N” 15,800 
impone al Poder Ejecutivo una delegación de atribuciones 
podrá ser discutible su constitucionalidad- en cuanto a fija 
salarios de los funcionarios públicos, lo que es originario del 
Poder Legislativo. La propia ley -dando fundamento a la tesis 
que expongo- expresa en uno de sus incisos que de los ajustes 
se dará cuenta a la Asamblea General. Es decir que el Poder 
Ejecutivo actúa aquí a través de una comunicación expres:, 
como es de práctica en todos los casos en que se ejercitan 
atribuciones delegadas -por ejemplo, el de fijación de alícuotas 
tributarias o montos imponibles, etcétera- y no por la vía de 
la publicación de los decretos en el Diario Oficial. El dele 
gante -el Poder Legislativo- retiene siempre la posibilidad «e 
reasumir sus competencias en forma total o permanente o en 
forma circunstancial y específica -por ejemplo, para este caso 
concreto- y decidir una modificación de la resolución dictada 
por el. Poder Ejecutivo en ejercicio de esas atribuciones que le 
fueron delegadas. 


Por lo tanto, más allá de que creemos que no corresponde .l 
uso de la facultad de los artículos 129 y 130 de la Constitución 
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el hecho es que en el seno de la Comisión Permanente y a nivel 
de otros legisladores se han planteado discrepancias a propósito 
de la correcta interpretación del artículo 6”, en cuanto a si el 
aumento debió ser homogéneo o porcentual; si en él pudieran 
hacerse diferencias porcentuales o nominales; si el Poder Eje- 
cutivo está autorizado -en el aumento- a realizar esas discrimi- 
naciones, y si éstas podían consistir en imputar “aumentos otor- 
gados por ley anterior, más. concretamente la de Rendición de 
Cuentas. Todas estas interpretaciones acerca del acto adminis- 
trativo en concreto llevan a que no corresponda -ése es nuestro 
punto de vista- que la Comisión Permanente remita un mensaje 
al Poder Ejecutivo formulando observaciones sobre su inconsti- 
tucionalidad o su ilegalidad. Por la magnitud del tema y las 
posibilidades de discusión que encierra, la iniciativa de algunas 
bancadas parlamentarias en el sentido de dictar alguna ley in- 
terpretativa revela que en el texto existe la suficiente ambigile- 
dad como para pensar en tal ley, de manera que la violación no 
constituiría un hecho claro en la medida en que surge de un 
texto Oscuro. 


Sin embargo, no es esto lo fundamental para llevarnos a 
entender que no corresponde emitir una resolución de la Comi- 
sión Permanente observando al Poder Ejecutivo. No se trata 
aquí del ejercicio, por parte del Poder Ejecutivo, de competen- 
cias que le sean propias y que podría haber puesto en práctica 
en violación de la ley; sería el caso, por ejemplo, que realizara 
la designación de funcionarios públicos en violación de deter- 
minadas normas legales; en tal eventualidad, el Poder Legisla- 
tivo nunca podría dictar el acto sustitutivo, porque ello no inte- 
gra sus competencias constitucionales. Tampoco podría hacer 
nada el Poder Legislativo si se tratase de que el Poder Ejecuti- 
vo hubiera violado las normas del Estatuto del Funcionario 
otorgando ascensos en forma absolutamente ilegítima. En nin- 
guno de tales casos tendría cabida la intervención del Poder 
Legislativo en el sentido de dictar un acto reparatorio o sustitu- 
tivo acorde con las normas legales. 


En el caso que nos ocupa, en cambio, se trata de que el 
Poder Ejecutivo ha ejercitado una competencia derivada de 
una autorización legal, de una delegación otorgada por la ley 
N” 15.809. La competencia originaria continúa siendo del Po- 
der Legislativo. 


Por ende, no tiene sentido que la Comisión Permanente de 
la Asamblea General, que no es un órgano legislativo pero sf 
perteneciente al Poder Legislativo, observe a su manda- 
tario -que ha comunicado los ajustes acorde con lo dispuesto 
por la ley, es decir, ha comunicado el acto administrativo co- 
rrespondiente- pues el Poder Legislativo mantiene y retiene su 
posibilidad de hacer modificaciones, otorgando o no los recur- 
sos correspondientes, si lo entiende necesario, para ser destina- 
dos a esos aumentos. 


Con relación a la enseñanza, discrepo con el señor diputado 
Lev en cuanto a que la que acabamos de aprobar en el Senado 
fuera una ley interpretativa, la considero positiva. Sobre el 
tema concreto, el Poder Legislativo puede dictar una ley que 
corrija las ilegalidades o injusticias que considere contenidas 
en el decreto de 19 de enero de 1994, 
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Por otra parte, las bancadas parlamentarias ya están aboca- 
das al estudio de un proyecto de ley en el sentido al que apun- 
tábamos, razón que determinara el silencio al que hizo referen- 
cia el señor legislador Magurno. No se trata de que el Poder 
Legislativo como tal no considere necesario actuar y que adop- 
te una posición pasiva ante las circunstancias; lo que sucede es 
que el camino correcto no parece ser el de una observación al 
Poder Ejecutivo por parte de esta Comisión Permanente, sino 
que está en manos de ambas Cámaras, que adoptarán una reso- 
lución al respecto. 


SEÑOR LEV. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor legisla- 
dor. 


SEÑOR LEV. - Señor presidente: entiendo que en este caso 
particular, amén de que corresponden las generales de la ley 
por tratarse de la interpretación de un decreto, lo que adquiere 
especial relevancia es haber recibido una carta de la Suprema 
Corte de Justicia. No se trata de un Inciso, sino de uno de los 
tres poderes del Estado. El tema no es pequeño en medida 
alguna, porque se está ante el Poder Judicial, el cual siente 
menoscabados sus derechos en cuanto a la fijación de los suel- 
dos de sus funcionarios, tanto de magistrados como de quienes 
no lo son. 


Quiero señalar algo que se dijo en el inicio de la discusión 
semanas atrás, y es que existe una innovación que debe ser 
planteada para evitar su reiteración, hecho que importa en la 
medida en que tenemos por delante nuevos ajustes. Es la inter- 
pretación según la cual habiendo una Ley de Rendición de 
Cuentas -que da aumentos reales- los ajustes por ella estableci- 
dos se refieren a la pérdida del poder adquisitivo para el perío- 
do transcurrido en el cuatrimestre anterior. La voluntad del 
parlamentario es que los aumentos establecidos por la Ley de 
Rendición de Cuentas sean suplementarios al ajuste que debe 
sobrevenir luego del cuatrimestre anterior. 


Esto no es un problema pequeño. No podemos permitir que 
se interprete que el aumento fijado por la Ley de Rendición de 
Cuentas pueda ser detraído del ajuste relativo al cuatrimestre 
anterior. 


Tomemos en cuenta ambos aspectos señalados. Por un lado, 
está la envergadura del hecho de que estamos ante uno de los 
tres poderes del Estado, el cual no puede fijar sus salarios como 
lo hace el Poder Legislativo, razón por la cual -y con justicia, a 
nuestro juicio- desde tiempo atrás viene reivindicando la auto- 
nomía financiera para determinar los salarios. 


Creo que este es un aspecto que debe estar planteado. Es 
más; en la carta que nos envía la Suprema Corte de Justicia se 
plantea el principio de inalterabilidad de las retribuciones de 
los jueces, expresamente establecido como garantía necesaria 
de la independencia del Poder Judicial. 


Creo que desde este punto de vista se trata de una situación 
especial; no es simplemente el problema de 3.000 ó 4.000 
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funcionarios judiciales sino que estamos ante un poder del Es- 
tado que se dirige a esta Comisión Permanente y le solicita 
que, como representante del Poder Legislativo en el período de 
receso, opine sobre el tema. 


Lamentamos discrepar en ese sentido con el señor presiden- 
te y vamos a acompañar el criterio de una declaración de la 
Comisión Permanente que dé, en cierto modo, una satisfacción 


moral al Poder Judicial, cosa no pequeña sabiendo que en lo' 


que tiene que ver con la resolución de los problemas concretos 
de las retribuciones, tendremos que encontrar el camino legis- 
lativo. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Deseo hacer una aclaración con 
referencia a lo expresado por el señor legislador Lev. 


Pienso que debemos tener en cuenta que la propia Suprema 
Corte de Justicia no es unívoca o, mejor dicho, no ha manteni- 
do la misma posición con respecto al decreto del Poder Ejecuti- 
vo que aquella que recibimos quienes estuvimos presentes el 
día en que nos visitaron tres ministros de ese organismo. Ante 
las preguntas formuladas por los integrantes de la Comisión y 
por quien habla, las autoridades de la Suprema Corte de Justi- 
cia fueron claras en el sentido de que, a su juicio, la ilegalidad 
del decreto del Poder Ejecutivo consistía en no haber fijado un 
aumento porcentual uniforme. Ante precisiones expresas, ese 
fue el criterio que surgía de la Suprema Corte de Justicia: es 
ilegal e inconstitucional que el Poder Ejecutivo fije aumentos 
porcentualmente no uniformes en los ajustes cuatrimestrales. 


Pero, sin perjuicio de ello -además, no está claramente esta- 
blecido en la nota del 21 de febrero, por lo que pedimos aclara- 
ción a los señores ministros en oportunidad de que concurrieran 
a la Comisión- entre los antecedentes que obran en poder de los 
señores legisladores está el recurso de revocación interpuesto 
por los ministros de la Suprema Corte de Justicia ante la admi- 
nistración, con la eventualidad de una acción ante el Tribunal 
de lo Contencioso Administrativo. En el numeral 2”) dice que 
se rectifique el acto recurrido, incrementándose las retribucio- 
nes en un porcentaje de adecuación no inferior a la variación 
del Indice General de los Precios del Consumo, y declarándose 
que los aumentos dispuestos o autorizados en la ley N” 16.462, 
se aplicarán sobre las cifras resultantes de la adecuación. 


Quiere decir que la Suprema Corte de Justicia no está en 
condiciones de adoptar una decisión -por ello creo que tampo- 
co lo está la Comisión Permanente en el sentido de dar, inclusi- 
ve, una satisfacción moral, como solicita el señor legislador 
Lev- porque sostiene tres posiciones distintas: la nota presenta- 
da con fecha 21 de febrero de 1994; la comparecencia que se 
podrá leer en la versión taquigráfica -y que obra en poder de 
los señores legisladores- y el escrito de recurso presentado ante 
el Poder Ejecutivo, con la eventualidad ulterior del acciona- 
miento del Tribunal de lo Contencioso Administrativo. 


Una cosa es decir que se reclama porque hay una distinción 
entre salario nominal y salario real -como dice en la nota del 21 
de febrero de 1994, y allí estribaría la ilegalidad- y otra es 
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precisar que a juicio de la Suprema Corte de Justicia los au- 
mentos: que otorga el Poder Ejecutivo solamente pueden ser 
homogéneos, uniformes porcentualmente a todos los funciona- 
rios públicos sin excepción, y que cualquier otra cosa es ilegal. 
Pero, admitiendo que pueda existir el tope de la disponibilidad 
del Tesoro Nacional para fijar ese monto porcentual uniforme, 
es distinto decir -como se expresa en el recurso que está en el 
repartido- que la adecuación no puede ser inferior a la varia- 
ción del Indice General de Precios al Consumo. 


SEÑOR MAGURNO. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor legisla- 
dor. 


SEÑOR MAGURNO. - Señor presidente: formularía una 
moción de orden solicitando un intermedio de cinco o diez 
minutos para hacer conjuntamente una declaración que inter- 
prete el sentir de esta Comisión Permanente, sometiéndola a 
votación en el día de hoy, pasando mañana a la Cámara de 
Senadores y el día jueves a la Cámara de Representantes. Se 
efectuaría un trámite similar al empleado en el tema de la 
enseñanza. 


SEÑOR RICALDONL - Pido la palabra para referirme a la 
moción. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor legisla- 
dor. 


SEÑOR RICALDON!I. - Señor presidente: no sé si el señor 
legislador Magurno tendría inconveniente en postergar la con- 
sideración de su moción porque quisiera hacer algunas reflexio- 
nes muy breves sobre el tema que nos ocupa. 


SEÑOR MAGURNO. - No tengo inconvenientes. 


SEÑOR RICALDONLI - Señor presidente: creo que no de- 
bemos perder de vista que las instancias que se han venido 
sucediendo en esta Comisión Permanente tienen como cabeza 
de expediente -si se me permite un término forense- la comuni- 
cación que nos ha hecho llegar la Suprema Corte de Justicia. 


Naturalmente, no es sólo derecho sino obligación de todos 
los legisladores aquí presentes tomar en consideración la men- 
cionada comunicación de la Suprema Corte de Justicia y cual- 
quier otro elemento de juicio que sirva para definir un punto de 
vista respecto a la cuestión central, que no es otra que el recla- 
mo de que la Comisión Permanente se pronuncie sobre ta lega- 
lidad o ilegalidad del decreto del mes de enero de 1994, 


Entiendo que este decreto -lo sabe el señor presidente y los 
miembros de la Comisión Permanente- es ilegal. Recuerdo - 
como todos aquellos que, como el que habla, han transitado por 
la Facultad de Derecho- que en materia de actos administrati- 
vos -y los decretos lo son- hay que tener en cuenta la finalidad, 
la motivación que los inspira. Reitero que en este caso el decre- 
to es uno de los elementos que también deben ser tomados en 
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consideración para detectar su compatibilidad o incompatibili- 
dad respecto de una ley, porque parece ocioso señalar que por 
cuestiones de jerarquía jurídica el decreto no puede contrade- 
cirla. El decreto 26/994 del 19 de enero de este año en ninguno 
de sus puntos -ni en el Visto, naturalmente, ni en los Resultan- 
dos, ni en el texto donde figuran las normas reglamentarias 
correspondientes- hace mención a la limitación que establecía 
y sigue estableciendo la ley N” 15.809 en su artículo 6”, que es 
la vinculada con las disponibilidades del Tesoro Nacional. 


Dicha iniciativa se dictó en esa forma sin tener en cuenta si 
existían o no disponibilidades del Tesoro Nacional, porque si 
se hubiera pensado en que esas disponibilidades no permitían 
dar mayor aumento que el establecido por este decreto, ten- 
drían que haberlo expresado. 


Sabemos que esa argumentación aparece a posteriori del 
dictado del decreto -creo que un mes después- y ello ocurrió en 
el período en que le tocó actuar a esta Comisión Permanente. 
Pero una cosa es que uno o varios miembros de este grupo de 
trabajo considere -quién sabe con qué elementos de juicio- que 
el Tesoro Nacional no permite actuar de una forma diferente a 
la establecida en el decreto, y otra -que además no ocurrió- es 
que el decreto determine aumentos sin considerar las disponibi- 
lidades del Tesoro Nacional: Esto lo digo sin ánimo polémico, 
sin agresividad, muy serenamente y considerando que este de- 
creto debe ser coherente con la política salarial establecida por 
el Poder Ejecutivo. La realidad es que no se tuvo en cuenta una 
norma legal vigente, con la que se puede coincidir o discrepar, 
y eso es harina de otro costal. Tal como decfa, otra cosa es 
ignorar la ley, no tomarla en consideración en el momento de 
dictarse ese decreto. Este es el sencillo problema en que nos 
encontramos. 


El señor presidente de la República y el señor ministro de 
Economía y Finanzas han dicho genéricamente que hay que 
votar recursos cada vez que se reclamen aumentos. Está lejos 
de mi ánimo discrepar con afirmaciones de este tipo; pero 
señalo que cuando se dictó este decreto, este tema no se tomó 
en cuenta pues sólo se consideró una adecuación, lo más prolija 
posible, entre la política salarial establecida y lo que debería 
contener este decreto en cuanto a los aumentos allí estableci- 
dos. Pero además, hace una delegación de atribuciones a la 
Contaduría porque hay un instructivo de ésta -y celebro la 
celeridad con que nos fue remitido a pedido de la Comisión 
que entiende en la materia- en el cual, sin saberse muy bien por 
qué, aparecen extrapolaciones de un criterio delineado en el 
decreto -confieso que no he podido profundizar en el tema, 
pero en la redacción del instructivo de la Contaduría hay una 
cierta tendencia al lenguaje críptico, por lo menos, para quie- 
nes no somos contadores- aunque no se sabe muy bien en qué 
difiere de éste. Lo que sí se puede afirmar es que tampoco 
refleja lo que surge del texto legal. Entonces, por ese lado, no 
tengo dudas sobre la ilegalidad del decreto, lo cual lamento 
sobremanera. 


Hay un aspecto de tipo constitucional que ha sido mencio- 
nado en reiteradas oportunidades por algunos señores legistado- 
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res. Deseo aclarar que hago esta alusión en forma sencilla y 
afectuosa, pero también en discrepancia con su criterio. La 
norma del artículo 229 de la Constitución prohíbe -y hace muy 
bien- que en el año de las elecciones el Parlamento o el Poder 
Ejecutivo, muchas veces con una finalidad política, dicten au- 
mentos de sueldo. Esta norma de la ley N” 15.809 se dictó en 
1986 y, por lo tanto, el Parlamento no tiene arte ni parte en el' 
tema y, diría, que el Poder Ejecutivo tampoco la tiene porque 
lo único que puede hacer es cumplir con la ley dentro de los 
límites establecidos en ella, es decir, dentro de los topes que se 
fijan en el artículo 6”. Y si uno se detiene en lo que fue la 
discusión parlamentaria de estas normas, puede apreciar que 
tuvieron sus idas y venidas: primero, en la Cámara de Senado- 
res; luego, en la Cámara de Representantes y, como suele suce- 


der, finalizaron con el veredicto de la Asamblea General. 


A mi juicio, hay evidencias irrefutables de que lo que ven- 
go sosteniendo -y no soy el único que lo sostiene en esta Comi- 
sión Permanente- fue lo que quiso el legislador en la Asamblea 
General a la hora de aprobar la Rendición de Cuentas en el año 
1986, es decir, la ley de la que estamos hablando. De modo que 
no veo cuál puede ser la inconstitucionalidad; admito sí que 
podría serlo una norma legal que fuera más allá de la adecua- 
ción de los salarios, en el sentido de recuperar aquello. que se 
pierde en términos reales por efecto de una inflación y que lo 
que excediere de ello estaría dentro del marco de la prohibición 
del artículo 229 de la Constitución. Reitero que este argumento 
lo he escuchado antes de iniciarse la sesión en una conversa- 
ción que mantuvieron varios legisladores. Sin perjuicio de ello, 
creo que vale la pena reflexionar unos instantes sobre él, a 
pesar de que no creo que sea éste el tema en discusión. 


Entonces, aunque yo veo nítidamente que el decreto es ile- 
gal, aunque no creo que haya inconstitucionalidades en la nor- 
ma legal, sí tengo que señalar al mismo tiempo y con la misma 
claridad -por ello pedí al señor legislador Magurno que poster- 
gara la consideración de su moción- que esta Comisión Perma- 
nente, como es obvio, no tiene competencias legislativas. Esta 
Comisión no puede legislar; para hacerlo durante el receso es 
necesario levantarlo. Si decidiéramos pasar a un intermedio 
creo que lo que estaríamos haciendo sería, por un lado, redactar 
un proyecto de ley sin tener facultades constitucionales para 
hacerlo y, por otro, dudo de que se pueda elaborar un texto, ni 
siquiera para que pueda servir de antecedente a quienes elabo- 
ran los proyectos de ley que, entre otros, son las dos Cámaras 
del Poder Legislativo. No creo que en diez o quince minutos 
pudiéramos lograr la concreción de ese esfuerzo, que celebro, 
porque cuenta con la buena voluntad y el interés de todos 
quienes queremos contribuir de la forma que sea para poner 
punto final a este enfrentamiento que a nadie satisface, que a 
todos preocupa y que queremos dilucidar de la forma menos 
traumática posible. Sin embargo, al mismo tiempo -lo quiero 
decir francamente, haciendo justicia con los reclamos que nos 
parece tienen respaldo legal, como en este caso- existe una 
realidad política. Nosotros somos once legisladores de un poder 
que cuenta con ciento treinta miembros; entonces, bien podría- 
mos llegar a un acuerdo entre nosotros, pero no constituiría un 
mayor aporte a la solución legislativa del problema porque 
luego, éste tendrá que transitar por las Cámaras. 
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Tenemos que ser claros en nuestras definiciones y, al mis- 
mo tiempo, realistas. No podemos ir más allá de una declara- 
ción cuyo efecto será político, es decir, que tendrá una gran 
importancia política, pero ningún efecto jurídico. 


Por tanto, un grupo de legisladores hemos preparado un 
proyecto de declaración de la Comisión Permanente firmado 
por los legisladores del Frente Amplio, por el señor diputado 
Guerra Caraballo y por quien habla. De esta manera vamos 
hasta donde se puede llegar dentro del marco de nuestras com- 
petencias, con una expresión de voluntad política -al menos de 
parte de quienes proponemos esta moción- que desearíamos 
que fuera acompañada por el resto de la Comisión Permanente. 


Si la Mesa me lo permite, procedería a darle lectura. 
SEÑOR PRESIDENTE. - Sí, señor legislador. 


SEÑOR RICALDONTI. - La misma diría lo siguiente: “Vis- 
to: la comunicación dirigida por la Suprema Corte de Justicia a 
esta Comisión Permanente, dando cuenta de que, a su entender, 
el decreto 26/994 de 19 de enero de 1994 violaría los artículos 
6” y 7” de la ley N*"15.809, de 8 de abril de 1986, lá Comisión 
Permanente declara: 1”- Que el decreto 26/994, de 19 de enero 
de 1994 incumple con lo dispuesto por los artículos 6” y 7” de 
la ley N” 15.809, de 8 de abril de 1986. 2”- Que cree necesario 
que el Poder Legislativo dicte una ley interpretativa acerca de 
los alcances de las normas legales mencionadas en el numeral 
1? de esta declaración y, en ese sentido, sus integrantes trasmi- 
tirán dicho punto de vista a sus respectivos sectores políticos, 
3”- Que expresa su pleno respaldo al Poder Judicial y a la 
eficiencia e imparcialidad con que desarrolla su insustituible 
actividad jurisdiccional”. 


Esta es la declaración que nosotros ponemos a considera- 
ción de los miembros de la Comisión Permanente. 


SEÑOR MAGURNO. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor legisla- 
dor. : 


SEÑOR MAGURNO. - Señor presidente: no estoy en con- 
diciones de firmar la declaración que propone el señor legisla- 
dor Ricaldoni porque entra en el terreno jurídico. Aclaro que en 
sesiones anteriores manifesté que deberíamos contar con el ase- 
soramiento de los catedráticos en la materia para dar una opi- 
nión al respecto. 


En el día de hoy se levantó el receso parlamentario de la 
Cámara de Senadores para votar una ley interpretativa para la 
enseñanza. Me pregunto, ¿no puede mañana levantarse nueva- 
mente el receso de la Cámara de Senadores para votar una ley 
interpretativa, o una nueva ley sobre este problema que esta- 
mos estudiando? La ley que se aprobó hoy en el Senado ya 
pasó a la Cámara de Representantes para ser considerada ma- 
ñana. 
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En esta Comisión Permanente hay cuatro senadores perte- 
necientes a cuatro diferentes grupos políticos. Tal vez sería 
posible que elaboraran una ley para que mañana la vote el 
Senado y, al día siguiente, lo haga la Cámara de Representan- 
tes. . 


No sé si desde el punto de vista jurídico esta posibilidad es 
válida. 


Pero, reitero que en el día de hoy el Senado levantó el 
receso para elaborar una ley que solucionó el problema de la 
enseñanza. ¿No puede recorrerse el mismo camino para buscar 
una solución a este otro problema? Tengo entendido que algún 
integrante de esta Comisión ha esbozado un proyecto similar 
respecto a una recaudación que puede resolver esta situación. 


SEÑOR PRESIDENTE. - La Mesa recuerda que la conside- 
ración de la moción presentada por el señor legislador Magur- 
no se postergó a solicitud del señor legislador Ricaldoni. 


Si el señor legislador Magurno mantiene la moción, se pon- 
dría a votación la realización de un intermedio por diez minu- 


tos. 


SEÑOR MAGURNO. - Sí, la mantengo. 


6) INTERMEDIO 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se va a votar. 
(Se vota:) 

-10 en 10. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Se pasa a intermedio por diez minutos. 


(Es la hora 19 y 10) 


7) SITUACION PRESUPUESTAL DE LA SUPREMA 
CORTE DE JUSTICIA 


SEÑOR PRESIDENTE. - Continúa la sesión. 
(Es la hora 19 y 25). 


-Si no se hace uso de la palabra, se va a votar la moción a 
que se ha dado lectura, 


(Se vota:) 
-5 en 10. Negativa. 
SEÑOR MAGURNO. - Pido la palabra para fundar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor legisla- 
dor. 


SEÑOR MAGURNO. - He votado en forma negativa esta 
declaración porque carezco de suficientes elementos de juicio 
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desde el punto de vista jurídico y, en consecuencia, me siento 
en la obligación de consultar con mi sector. Como no lo puedo 
hacer en este momento, procedí de esta manera. 


No obstante, propongo que a través de la Presidencia -con 
los asesores que estime conveniente- la Comisión Especial se 
comprometa a elaborar lo más rápidamente posible una ley 
interpretativa para solucionar el problema de los empleados 
judiciales. 


SEÑOR PRESIDENTE, - Hemos votado negativamente la 
moción presentada por varios señores legisladores por entender 
que la declaración propuesta no es competencia de la Comisión 
Permanente. Decimos esto porque la impugnación realizada 
por la Suprema Corte de Justicia y los diversos fundamentos 
dados para marcar sus argumentos contradictorios en cuanto a 
su antijuridicidad, provocan que el Poder Legislativo deba adop- 
tar decisión en la materia. 


Tal como hemos expresado anteriormente, no corresponde 
que un órgano del Poder Legislativo realice advertencias al 
Poder Ejecutivo cuando éste ha actuado por delegación de atri- 
buciones que le ha cometido el propio Parlamento. 


Es en esa vía que se está trabajando. Como todos sabemos, 
las distintas bancadas se encuentran abocadas a la elaboración 
de una solución legislativa, ya sea una ley interpretativa o 
dispositiva, que permita encontrar mecanismos de corrección o 
de adecuación del salario de los funcionarios del Poder Judi- 
cial. Por supuesto que esto no es competencia de la Comisión 
Permanente, pero sus integrantes, como parlamentarios, tienen 
iniciativa legislativa propia y pueden hacer uso de esta potes- 
tad. 


SEÑOR LEV. - Pido la palabra para fundar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor legisla- 
dor. 


SEÑOR LEV. - Hemos votado afirmativamente la declara- 
ción por cuanto compartimos plenamente sus términos. Cree- 
mos que la Comisión Permanente está en su derecho y ampara- 
da constitucionalmente para emitir una declaración de esta na- 
turaleza, que significaría una señal positiva no sólo para el 
Poder Judicial sino también para lá sociedad. Además, impul- 
saría la búsqueda de una solución más eficiente y equitativa 
respecto a la contienda de poderes y al tema que tiene que ver 
con miles de funcionarios judiciales. 


Considero que opinar sobre el decreto es un elemental de- 
ber de respuesta que corresponde al Poder Legislativo frente a 
un planteamiento del Poder Judicial. Por otra parte, la observa- 
ción al Poder Ejecutivo implica el fiel cumplimiento de la ley e 
inclusive contribuye -de acuerdo con lo que nos han planteado 
los propios magistrados- a que esta situación no se repita. 
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Entiendo que lo que es estrictamente jurídico está determi- 
nado por la vía del recurso o sea, por la vía administrativa 
correspondiente. Asimismo, creo que el Poder Legislativo daría 
una buena señal a la sociedad y al Poder Judicial si emitiera 
esta declaración. 


Comprendo lo planteado en sala por parte de un señor legis- 
lador respecto a su necesidad de realizar consultas; por lo tanto, 
de ser preciso acompañaría una moción de intermedio por vein- 
ticuatro horas a efectos de emitir la declaración y, de esta 
forma, evitar esta situación. Considero que, desde este punto de 
vista, eso corresponde a la voluntad de este Cuerpo. Más allá 
de que desde el punto de vista formal ahora estemos fundando 
el voto propongo, entonces, la realización de un intermedio 
hasta el día de mañana para saber si podemos contar con la 
mayoría necesaria a efectos de votar esta declaración. 


SEÑOR PRESIDENTE. - El señor diputado Lev ha pro- 
puesto una moción de orden, en el sentido de seguir tratando 
este tema en el día de mañana, para lo que la Comisión Perma- 
nente pasaría a intermedio luego de tratar los otros puntos del 
orden del día. No obstante, como la votación fue negativa, 
habría que solicitar su reconsideración. 


SEÑOR LEV. - Señor presidente: retiro la moción. 


SEÑOR PRESIDENTE. - La Comisión Permanente tiene la 
posibilidad de continuar con el orden del día o pasar a interme- 
dio hasta el día de mañana para tratar los otros puntos, uno de 
los cuales fue propuesto por el propio señor legislador Lev. 


SEÑOR ASTOR!. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor legisla- 
dor. 


SEÑOR ASTORI. - Señor presidente: en nombre del Frente 
Amplio debo solicitar que mañana no haya actividad de la 
Comisión Permanente porque tenemos una actividad sectorial 
muy importante. Por lo tanto, rogaría que se pasara a interme- 
dio hasta el día jueves. 


Esta fue una decisión formal tomada por la dirección del 
Frente Amplio y cumplo en comunicarla. Espero que los demás 
sectores no tengan dificultad alguna en acceder a ello. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Sugiero que la sesión comience a 
la hora 14 y 30, a pesar de que el trabajo de la Comisión 
Permanente se va a superponer con el de la Comisión de Refor- 
ma Constitucional. De todos modos, ese problema siempre lo 
vamos a tener en horas de la tarde. 


8) INTERMEDIO 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se va a votar si se pasa a inter- 
medio hasta el día jueves a la hora 14 y 30. 
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(Se vota:) Se levanta la sesión. 


-9 en 9. Afirmativa. UNANIMIDAD. (Es la hora 19 y 33) 
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